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10.  Garantizarán la constancia y permanencia de los documentos 
para su transmisión y entrega a sus posteriores responsables.

Artículo 4.  Control del cumplimiento del Código de Buen Gobierno.
1.  Anualmente el Gobierno de Navarra conocerá un informe elevado 

por el Consejero de Presidencia, Justicia e Interior, o quien en su caso 
corresponda, sobre los eventuales incumplimientos de los principios éticos 
y de conducta, con el fin de analizar los procedimientos y actuaciones 
que con arreglo a lo dispuesto en otras leyes forales reguladoras de la 
incompatibilidad del Gobierno y sus altos cargos pudieran incoarse.

2.  En el caso de las Entidades Locales, se establecerán, en el ámbito 
de las competencias de las mismas, las condiciones en las que se haya 
de velar por el cumplimiento de los principios regulados en la presente 
Ley Foral.

Disposición derogatoria. Quedan derogadas cuantas disposiciones lega-
les o reglamentarias se opongan a lo establecido en la presente Ley Foral.

Disposición final. La presente Ley Foral entrará en vigor desde el 
momento mismo de su publicación en el Boletín Oficial de Navarra.

Yo, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley Orgá-
nica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, 
promulgo, en nombre de S.M. el Rey, esta Ley Foral, ordeno su inmediata 
publicación en el Boletín Oficial de Navarra y su remisión al “Boletín Oficial 
del Estado” y mando a los ciudadanos y a las autoridades que la cumplan 
y la hagan cumplir.

Pamplona, 17 de marzo de 2011.–El Presidente del Gobierno de 
Navarra, Miguel Sanz Sesma.

F1105101

LEY FORAL 3/2011, de 17 de marzo, sobre custodia de los hijos en 
los casos de ruptura de la convivencia de los padres.

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO DE NAVARRA.
Hago saber que el Parlamento de Navarra ha aprobado la siguiente:
LEY FORAL SOBRE CUSTODIA DE LOS HIJOS EN LOS CASOS 

DE RUPTURA DE LA CONVIVENCIA DE LOS PADRES.

Exposición de motivos

La protección a la familia y a la infancia proclamada en el artículo 
39 de la Constitución Española es un principio rector de la política social 
y económica que obliga a los poderes públicos a adoptar las medidas 
necesarias para hacerla efectiva.

La ruptura de la convivencia de los padres no les exime de sus 
obligaciones para con los hijos, lo que conlleva que deben adoptarse 
determinadas medidas para la protección del menor y de sus derechos, 
con respeto a la igualdad entre hombres y mujeres.

La Convención sobre los Derechos del Niño, proclamada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989 
y ratificada por España el 30 de noviembre de 1990, obliga a los Estados a 
respetar el derecho del niño a mantener relaciones personales y contacto 
directo con ambos padres de modo regular, salvo que fuera contrario al 
interés superior del niño.

En los supuestos de ruptura de la convivencia, la guarda y custodia 
de los hijos comunes es uno de los asuntos más delicados a resolver. 
La regulación actual contenida en el Código Civil, aunque contempla la 
custodia compartida, se convierte en la práctica en excepcional en los 
supuestos en los que no medie acuerdo de los padres, condicionándose 
al informe favorable del Ministerio Fiscal.

La presente Ley Foral pretende corregir estos supuestos, en línea 
con la realidad social actual, apostando porque la decisión que se adopte 
sobre la custodia de los hijos menores, cuando no exista acuerdo de 
los padres, atienda al interés superior de los hijos y a la igualdad de los 
progenitores.

No obstante lo anterior, se encomienda al Gobierno la presentación 
en el plazo de un año de un proyecto de Ley Foral de modificación del 
Fuero Nuevo de Navarra en materia de Derecho de Familia, sede natural 
de una reforma de este tipo, integrándose con el resto de instituciones 
con las que debe conformar un sistema coherente.

La presente Ley Foral se dicta al amparo de las competencias que 
Navarra tiene en materia de Derecho Civil y en materia procesal derivada 
de las particularidades de su derecho sustantivo.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y finalidad.
1.  La presente Ley Foral tiene por objeto regular el régimen de la 

guarda y custodia de los hijos menores de edad en el supuesto de ruptura 
de la convivencia de sus padres.

2.  La finalidad de la Ley Foral es adoptar las medidas necesarias 
para que la decisión que se adopte sobre la custodia de los hijos menores 

atienda al interés superior de los mismos y a la igualdad de los progenitores, 
y facilitar el acuerdo de estos a través de la mediación familiar.

3.  A los efectos previstos en el apartado anterior, se facilitará el 
acuerdo entre los padres a través de la mediación familiar, contemplada 
en esta Ley Foral.

CAPÍTULO ii

Mediación familiar

Artículo 2.  Mediación familiar.
1.  A los efectos previstos en el artículo anterior, los padres podrán 

someter voluntariamente sus discrepancias a mediación familiar, con 
vistas a lograr un acuerdo. Asimismo, el juez podrá igualmente propo-
ner una solución de mediación en caso de presentación de demanda 
judicial.

2.  Los acuerdos entre los padres obtenidos en la mediación familiar 
deberán documentarse para su aprobación en su caso por el juez.

3.  A efectos de lo dispuesto en esta Ley Foral, el Gobierno de Navarra 
facilitará un servicio de mediación familiar público e imparcial para las 
partes.

CAPÍTULO iii

Medidas de aplicación en defecto del pacto de relaciones familiares

Artículo 3.  Guarda y custodia de los hijos.
1.  En el caso de ruptura de la convivencia, cada uno de los padres 

por separado, o ambos de común acuerdo, podrán solicitar al Juez que 
la guarda y custodia de los hijos menores o incapacitados sea ejercida 
por ambos o por uno de ellos.

2.  En el caso de que la solicitud se realice por uno sólo de los 
padres, el Juez podrá acordar la guarda y custodia compartida o la custodia 
individual, oído el Ministerio Fiscal y previos los dictámenes y audiencias 
que estime necesarios recabar, cuando así convenga a los intereses de 
los hijos.

3.  El Juez decidirá sobre la modalidad de custodia más conveniente 
para el interés de los hijos menores, teniendo en cuenta la solicitud que 
haya presentado cada uno de los padres, y atendiendo, además de a lo 
dispuesto en esta Ley Foral, a los siguientes factores:

a)  La edad de los hijos.
b)  La relación existente entre los padres y, en especial, la actitud 

de cada uno de los progenitores para asumir sus deberes, respetar los 
derechos del otro y, en especial, cooperar entre sí y garantizar la relación 
de los hijos con ambos progenitores y sus familias extensas.

c)  El arraigo social y familiar de los hijos.
d)  La opinión de los hijos, siempre que tengan suficiente juicio y, en 

todo caso, si son mayores de doce años, con especial consideración a 
los mayores de catorce años.

e)  La aptitud y voluntad de los padres para asegurar la estabilidad 
de los hijos.

f)  Las posibilidades de conciliación de la vida familiar y laboral de 
los padres.

g)  Los acuerdos y convenios previos que pudieran existir entre los 
padres y que estos le hayan justificado.

h)  Cualquier otra circunstancia de especial relevancia para el régimen 
de convivencia.

4.  En cualquier caso, la decisión buscará conciliar, siempre que sea 
posible, todos los intereses en juego, considerando como prioritarios los 
intereses de los hijos menores o incapacitados y asegurando la igualdad 
de los padres en sus relaciones con los hijos en todo lo que vaya en 
beneficio de estos.

5.  Si decide la custodia compartida, el Juez fijará un régimen de 
convivencia de cada uno de los padres con los hijos, adaptado a las 
circunstancias de la situación familiar, que garantice a ambos padres el 
ejercicio de sus derechos y obligaciones en situación de equidad.

6.  Si decide la custodia individual, el Juez fijará un régimen de 
comunicación, estancias o visitas con el otro progenitor que le garantice 
el ejercicio de las facultades y deberes propios de la patria potestad que 
tenga atribuidos conforme a la Ley 63 de la Compilación del Derecho 
Civil Foral de Navarra.

7.  Salvo circunstancias que lo justifiquen específicamente, no se 
adoptarán soluciones que supongan la separación de los hermanos.

8.  No procederá la atribución de la guarda y custodia a uno de los 
padres, ni individual ni compartida, cuando se den estos dos requisitos 
conjuntamente:

a)  Esté incurso en un proceso penal iniciado por atentar contra la 
vida, la integridad física, la libertad, la integridad moral o la libertad e 
indemnidad sexual del otro progenitor o de los hijos o hijas.

b)  Se haya dictado resolución judicial motivada en la que se constaten 
indicios fundados y racionales de criminalidad.
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Tampoco procederá la atribución cuando el Juez advierta, de las 
alegaciones de las partes y de las pruebas practicadas, la existencia de 
indicios fundados y racionales de violencia doméstica o de género.

Las medidas adoptadas en estos dos supuestos serán revisables a 
la vista de la resolución firme que, en su caso, se dicte al respecto en la 
jurisdicción penal.

La denuncia contra un cónyuge o miembro de la pareja no será suficien-
te por sí sola para concluir de forma automática la existencia de violencia, 
de daño o amenaza para el otro o para los hijos, ni para atribuirle a favor 
de este la guarda y custodia de los hijos.

Disposición adicional única. En todos los casos en que esta Ley Foral 
utiliza sustantivos de género gramatical masculino para referirse a diversos 
sujetos (padres, hijos, abuelos, etc.) debe entenderse que se hace por 
mera economía expresiva y que se refiere de forma genérica a dichas 
posiciones incluyendo tanto el caso de que las ocupen mujeres como que 
las ocupen hombres con estricta igualdad en sus efectos jurídicos.

Disposición derogatoria. Queda derogado el artículo 10 de la Ley Foral 
6/2000, de 3 de julio, para la igualdad jurídica de las parejas estables.

Disposición final primera. El Gobierno de Navarra, en el plazo de un 
año desde la entrada en vigor de la presente Ley Foral y previo informe 
del Consejo Asesor de Derecho Civil Foral, presentará ante el Parlamento 
de Navarra un proyecto de Ley Foral de modificación del Fuero Nuevo de 
Navarra en materia de Derecho de Familia.

Disposición final segunda. En el plazo de seis meses desde la entrada 
en vigor de esta Ley Foral, el Gobierno de Navarra aprobará un decreto foral 
en el que regulará la organización, el funcionamiento, las competencias y 
las atribuciones de los servicios de mediación familiar, para la resolución 
de los conflictos familiares y para la aplicación de esta Ley Foral.

Disposición final tercera. La presente Ley Foral entrará en vigor a los 
tres meses de su publicación en el Boletín Oficial de Navarra.

Yo, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley Orgá-
nica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, 
promulgo, en nombre de S.M. el Rey, esta Ley Foral, ordeno su inmediata 
publicación en el Boletín Oficial de Navarra y su remisión al “Boletín Oficial 
del Estado” y mando a los ciudadanos y a las autoridades que la cumplan 
y la hagan cumplir.

Pamplona, 17 de marzo de 2011.–El Presidente del Gobierno de 
Navarra, Miguel Sanz Sesma.

F1105100

LEY FORAL 4/2011, de 17 de marzo, por la que se modifica el título 
VII de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración 
Local de Navarra.

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO DE NAVARRA.
Hago saber que el Parlamento de Navarra ha aprobado la siguiente:
LEY FORAL POR LA QUE SE MODIFICA EL TÍTULO VII DE LA LEY 

FORAL 6/1990, DE 2 DE JULIO, DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL DE 
NAVARRA.

Exposición de motivos

La Sentencia del 1 de junio de 2009 de la Sala Segunda del Tribunal 
Constitucional, al resolver las cuestiones de constitucionalidad planteadas 
por la Sala de lo Contencioso‑Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Navarra, declaró la inconstitucionalidad de determinados incisos 
de la “Disposición Adicional Primera de la Ley Foral 11/2004, de 29 de 
octubre, para la actualización del régimen local de Navarra” por la que se 
autorizaba el desarrollo del proceso excepcional de provisión de puestos 
de trabajo vacantes de secretaría e intervención de las entidades locales 
de Navarra, con la consecuente nulidad de las habilitaciones otorgadas 
restrictivamente en dicho proceso y la imposible provisión funcionarial de 
las plazas ofertadas a los nuevos habilitados.

El vigente sistema ordinario de provisión de los puestos de secretaría 
e intervención de la Administración Local de Navarra, plasmado en el 
Título VII de la Ley Foral 6/1990, de la Administración Local de Navarra 
y la incompatible coexistencia de algunas de sus determinaciones con 
las establecidas en la citada Ley Foral 11/2004, de 28 de octubre, para la 
actualización del régimen local de Navarra, recomiendan disponer de una 
nueva regulación de carácter legal que garantice la normalización del siste-
ma de provisión y acceso a los puestos reservados para el ejercicio de las 
funciones públicas necesarias en la Administración Local de Navarra.

Para conformar la nueva regulación, ha sido necesario identificar 
las carencias y demás limitaciones del vigente sistema que lo hacen 
insostenible e inviable para la pretendida normalización, como son, 
entre otras, la inexistencia de una regulación del régimen jurídico del 
personal habilitado, la falta de determinación de unos umbrales compa-
tibles con la pretendida reorganización administrativa y funcional de la 
administración local de Navarra o la incompatible rigurosidad de los hitos 
temporales con la complejidad del procedimiento establecido, así como 
la excesiva dependencia de las entidades locales en la determinación 

de las plazas vacantes y de sus específicos criterios de valoración, 
inconciliables con la estable y segura consecución de los concursos 
unitarios de provisión.

Consecuente con la procedencia de superar la incompatible coexisten-
cia de la vigente normativa y las debilidades identificadas con anterioridad, 
la Ley Foral pretende dar respuesta a dichas necesidades, sin dejar de 
tener en consideración ni la realidad social de la Administración Local 
de Navarra, ni tampoco los precedentes administrativos y judiciales que 
han evidenciado la necesidad de dotar al sistema de la mayor seguridad 
jurídica posible.

Resolver toda esta problemática, que viene complicándose crecien-
temente con el transcurso del tiempo, la multiplicación de fórmulas de 
atención administrativa cada vez más complejas y la presencia de enti-
dades privadas interviniendo en la gestión local, pasa inevitablemente por 
desarrollar una actuación decidida de las previsiones legales, en particular, 
de creación de las agrupaciones para servicios administrativos, y ello en 
base a una serie de claves insoslayables de diseño:

–Este no debe atender a otros intereses que a los de la mejor organi-
zación y funcionamiento de la Administración Local de Navarra.

–Debe obedecer a los principios constitucionales que inspiran la 
acción de las Administraciones Públicas, y garantizar condiciones de 
especialización y profesionalización, desde la configuración de auténticos 
equipos de gestión local.

–Debe asegurar la dotación de medios personales y materiales ne-
cesarios en todo Ayuntamiento.

–Debe abordarse desde un mapa funcional, que responda a la comple-
jidad de nuestro asentamiento territorial y de nuestra estructura adminis-
trativa y que, tras ser consultado a los Ayuntamientos, resulte estable.

–Debe fijarse un período transitorio para la implantación voluntaria del 
modelo y medidas de fomento para quienes tomen la iniciativa durante 
ese período.

–Deben encauzarse las legítimas demandas de estabilidad, movilidad 
y promoción del personal, fijo e interino, de las entidades locales.

–Deben establecerse medidas para paliar los problemas existentes y 
facilitar el tránsito entre la situación actual y el modelo de futuro.

Mediante una significativa modificación de la estructura del Título VII 
de la Ley Foral 6/1990, del 2 de julio de la Administración Local de Navarra, 
puede apreciarse en su articulado, junto a una regulación genérica de todo 
el personal al servicio de las entidades locales de Navarra, otra específica y 
diferenciada en lo que se refiere a los puestos de trabajo reservados para el 
ejercicio de las funciones públicas necesarias de secretaría e intervención, 
cuya necesaria habilitación por la Administración de la Comunidad Foral de 
Navarra motiva la pretendida actualización del régimen jurídico del citado 
personal, así como del sistema de provisión, que quedan caracterizados 
por las siguientes determinaciones:

–Se confirma que los puestos de secretaría e intervención de las 
entidades locales de Navarra, invariablemente clasificados conforme a la 
normativa precedente, son los únicos que quedan reservados a funcio-
narios con habilitación a otorgar por la Administración de la Comunidad 
Foral de Navarra.

–Se definen las funciones públicas necesarias y, junto a su asignación 
respectiva a cada puesto de trabajo, se configura por primera vez un 
régimen.

jurídico específico de los funcionarios locales con habilitación, quienes 
ejercerán sus funciones en régimen de incompatibilidad.

–Se identifican los supuestos de la existencia preceptiva y voluntaria 
de puestos reservados al ejercicio de funciones públicas necesarias y se 
establecen umbrales poblacionales y presupuestarios necesarios para la 
provisión funcionarial de plazas vacantes, en tanto no sean modificados 
por decisión parlamentaria.

–Se atribuye al Departamento del Gobierno de Navarra competente 
en materia de administración local, la responsabilidad de la selección y 
nombramiento del personal que haya de ocupar funcionarialmente los 
puestos de secretaría e intervención, conforme a las determinaciones de 
las respectivas plantillas orgánicas.

–Se condiciona el acceso definitivo a la condición de secretario e 
interventor, a la previa obtención de habilitación por oposición o concur-
so‑oposición en turno libre y de acuerdo al perfil lingüístico de cada plaza, 
sin que el número de las habilitaciones puedan superar el de vacantes 
resultantes de los previos concursos de provisión.

–Se mantiene, con una periodicidad máxima de celebración sucesi-
va, el Concurso unitario de méritos para la provisión entre funcionarios 
habilitados de las plazas vacantes de secretaría e intervención, mediante 
sistema de elección preferente según la puntuación obtenida por aplicación 
de un único baremo y en su caso, de la normativa vigente en materia 
lingüística.

–Se confirma y actualiza, como único régimen especial para la provisión 
de puestos de secretaría e intervención, el reconocido al Ayuntamiento de 
Pamplona, en la disposición adicional decimosexta de la LFAL.

–Se establece el deber de las entidades locales de facilitar la infor-
mación de las características de los puestos de secretaría e intervención, 


